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H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Sistema Nacional Anticorrupción, de acuerdo a la reforma constitucional que le dio vida, establece los siguientes objetivos:

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I. 
El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; el presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución; así como por un representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité de Participación Ciudadana;

II. 
El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley, y
III. 
Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley:

a)
El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas locales;

b)
El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan;

c)
La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno;

d)
El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos;

e)
La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.

Las entidades federativas establecerán sistemas locales anticorrupción con el objeto de coordinar a las autoridades locales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción.

Artículo 114. El Procedimiento de juicio político sólo podrá iniciarse durante el período en el que el servidor público desempeñe su cargo y dentro de un año después. Las sanciones correspondientes se aplicarán en un período no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento.

La responsabilidad por delitos cometidos durante el tiempo del encargo por cualquier servidor público, será exigible de acuerdo con los plazos de prescripción consignados en la Ley penal, que nunca serán inferiores a tres años. Los plazos de prescripción se interrumpen en tanto el servidor público desempeña alguno de los encargos a que hace referencia el artículo 111.

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III del artículo 109. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán inferiores a siete años.

Posteriormente, en el Diario Oficial de la Federación, fueron publicadas las reformas secundarias para desarrollar las bases del Sistema, en fecha 18 de julio del presente año, 2016; destacando las disposiciones establecidas en la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, de las cuales nos permitimos citar las siguientes:
Artículo 1. La presente Ley es de orden público, de observancia general en todo el territorio nacional y tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, para el funcionamiento del Sistema Nacional previsto en el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que las autoridades competentes prevengan, investiguen y sancionen las faltas administrativas y los hechos de corrupción.

Artículo 2. Son objetivos de esta Ley:

I.
Establecer mecanismos de coordinación entre los diversos órganos de combate a la corrupción en la Federación, las entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México;

II.
Establecer las bases mínimas para la prevención de hechos de corrupción y faltas administrativas;

III.
Establecer las bases para la emisión de políticas públicas integrales en el combate a la corrupción, así como en la fiscalización y control de los recursos públicos;

 Capítulo II

Principios que rigen el servicio público

Artículo 5. Son principios rectores que rigen el servicio público los siguientes: legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, transparencia, economía, integridad y competencia por mérito.

Los Entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público.

Artículo 6. El Sistema Nacional tiene por objeto establecer principios, bases generales, políticas públicas y procedimientos para la coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno en la prevención, detección y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Es una instancia cuya finalidad es establecer, articular y evaluar la política en la materia.

Las políticas públicas que establezca el Comité Coordinador del Sistema Nacional deberán ser implementadas por todos los Entes públicos.

La Secretaría Ejecutiva dará seguimiento a la implementación de dichas políticas.

Artículo 7. El Sistema Nacional se integra por:

I.
Los integrantes del Comité Coordinador;

II.
El Comité de Participación Ciudadana;

III.
El Comité Rector del Sistema Nacional de Fiscalización, y

IV.
Los Sistemas Locales, quienes concurrirán a través de sus representantes.

Capítulo V

De los Sistemas Locales

Artículo 36. Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones, funcionamiento de los Sistemas Locales atendiendo a las siguientes bases:

I.
Deberán contar con una integración y atribuciones equivalentes a las que esta Ley otorga al Sistema Nacional;

II.
Tendrán acceso a la información pública necesaria, adecuada y oportuna para el mejor desempeño de sus funciones;

III.
Las recomendaciones, políticas públicas e informes que emita deberán tener respuesta de los sujetos públicos a quienes se dirija;

IV.
Deberán contar con las atribuciones y procedimientos adecuados para dar seguimiento a las recomendaciones, informes y políticas que emitan;

V.
Rendirán un informe público a los titulares de los poderes en el que den cuenta de las acciones anticorrupción, los riesgos identificados, los costos potenciales generados y los resultados de sus recomendaciones. Para este efecto deberán seguir las metodologías que emita el Sistema Nacional;

VI.
La presidencia de la instancia de coordinación del Sistema Local deberá corresponder al Consejo de Participación Ciudadana, y

VII.
Los integrantes de los consejos de participación ciudadana de las entidades federativas deberán reunir como mínimo los requisitos previstos en esta Ley y ser designados mediante un procedimiento análogo al previsto para el Consejo de Participación Ciudadana.

TRANSITORIOS

Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes de conformidad con lo previsto en el presente Decreto.
En este orden de ideas, algunas entidades federativas, como Nuevo León, han dado los primeros pasos para establecer las bases constitucionales de su Sistema Estatal Anticorrupción. 
Del documento donde consta el dictamen del Sistema Estatal nneolonés;  retomamos por su relevancia las siguientes propuestas:
Inicio de cita textual “…ARTICULO 107.- ……………………………….…………………………………...
…….

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo previsto en el artículo 94 de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. La ley establecerá la clasificación de las faltas administrativas, determinará los supuestos que determinen su gravedad y los procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves que realicen los órganos internos de control. Los entes públicos estatales y municipales contarán con órganos internos de control, que tendrán, en su ámbito de competencia, las facultades que determine la Ley para prevenir, corregir e investigar, hechos, actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal deJusticia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos estatales y municipales y participaciones estatales; así como presentar las denuncias por hechos, actos u omisiones.
IV.- La jurisdicción administrativa conocerá de las controversias en que se reclame a la Administración Pública Estatal o Municipal el pago de indemnización por daños y perjuicios que ocasionen a las personas en sus bienes y derechos.

V.- El Tribunal de Justicia Administrativa impondrá a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las sanciones administrativas aplicables a las personas morales, se extenderán en el ámbito administrativo a los tenedores y administradores. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para participar en la comisión de faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva.

Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos hechos, actos u omisiones. Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las fracciones anteriores se desarrollarán autónomamente….”Fin de la cita textual”.
En este orden de ideas, los estados deben retomar las bases del Sistema Federal, y a la vez, dar cumplimiento a lo que dispone la Ley General del Sistema Nacional Antocorrupción para las entidades federativas: “…Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones, funcionamiento de los Sistemas Locales atendiendo a las siguientes bases:

I.
Deberán contar con una integración y atribuciones equivalentes a las que esta Ley otorga al Sistema Nacional;
 …………
Consideramos necesario que cuanto antes, allanemos el camino hacia la creación y funcionamiento de nuestro Sistema Estatal Anticorrupción, ya que el combate a este flagelo no admite demoras, y se trata de una demanda muy sensible de parte de la sociedad. En este primer paquete de reformas, como grupo parlamentario,  proponemos, entre otras cosas: la creación del Tribunal de Justicia Administrativa, las atribuciones de la ASE en la materia de combate a la corrupción, la creación de la Fiscalía Anticorrupción, y el establecimiento de las bases en materia de responsabilidades administrativas relacionadas con hechos de corrupción; bases que deberán ser desarrolladas luego en una ley secundaria.
Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO:   Se modifica el contenido del primer párrafo de la fracción XVII, así como el contenido de las fracciones XVIII, XLV,  XLVIII y se adicionar un nuevo contenido a la fracción LI, recorriendo el actual a la fracción LII, que se crea; se modifica el contenido de las fracciones II, III, IV y V del artículo 78-B; se modifica también el contenido del primer párrafo del artículo 135 y los párrafos cuatro y cinco del artículo, así como el contenido del apartado B y el texto de la fracción VII del apartado C del artículo 136, se cambia el contenido del artículo 137, y el contenido del primer párrafo, así como del primer párrafo de la fracción VI del artículo 138; asimismo, se modifica el contenido del Título Séptimo, Capítulo Único; se adiciona un segundo párrafo al artículo 159, se cambia el texto de los artículos 160 y 161; se modifica el contenido del primer párrafo del artículo 163; así como del párrafo primero y se deroga el contenido del párrafo octavo del artículo 165;  Se modifica el contenido del primer párrafo, se deroga el contenido del segundo del artículo 167; y se modifica el tercer párrafo del artículo 168,  todos de la Constitución Política para el Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

Artículo 67.Son atribuciones del Poder Legislativo:

I. 
a XVI…. 

XVII.
Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes.  

Igualmente, ratificar, el nombramiento que el titular del ejecutivo haga del Procurador General de Justicia del Estado y del Secretario responsable del control interno del Ejecutivo y, en su caso, acordar su remoción, conforme a lo previstos en esta Constitución y leyes aplicables. 

XVIII. Conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del Gobernador, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales;  

XIX. a XLIV. ….

XLV. Expedir una Ley sobre responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales, así como otras normas conducentes a sancionar a quienes teniendo este carácter, incurran en responsabilidad.

XLVI. a XLVII….
XLVIII. Designar al Auditor Superior del Estado, con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado; 

XLIX. a L.  ….

LI.
Designar con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado, a los titulares de los órganos de control de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, que ejerzan recursos públicos, y

LII.
Las demás que le confieran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y los demás ordenamientos legales.

De la Auditoría Superior del Estado.

Artículo 74-B. La Auditoría Superior del Estado es competente para: 

I.
…. 

II.
Investigar los actos u omisiones que impliquen hechos de corrupción o alguna irregularidad grave sobre éstos, o conducta ilícita en la gestión financiera de las entidades fiscalizadas; y efectuar visitas domiciliarias para exigir la exhibición de libros, documentos y demás información indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las formalidades establecidas en las leyes. 

III.
Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal de Justicia Administrativa y Fiscalía de Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos federales y, en el caso del párrafo segundo de la fracción I de este artículo, a los servidores públicos de los estados, municipios, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares.

IV.
Determinar los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades; y 

V.
Fincar directamente a los responsables, las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades.

….

….

Artículo 135. El poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de Justicia Administrativa, en el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos judiciales que con cualquier otro nombre determinen las leyes. 

…. 

I.- a II.- ….

III.- 
De seis años en el primer ejercicio del encargo para los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito, que se contara a partir de la fecha de su designación.
….

…. 

Artículo 136……
…. 

….

…. 

Los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito no integrarán el Pleno. 
La competencia, procedimientos, organización del Tribunal de Tribunal de Justicia Administrativa, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, de los juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución. 

B.
El Tribunal de Justicia Administrativa es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

I.
Funcionará con una Sala Superior y Salas Distritales, en los términos que establezca la ley.

II.
La Sala Superior se integrará por tres magistrados numerarios y tres magistrados supernumerarios.

III.
Para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa deberán  cumplirse los requisitos establecidos en el Artículo 138 de esta Constitución.

IV.
El Tribunal de Justicia Administrativa conocerá y resolverá las controversias que se susciten en relación con la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal, que emitan, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades de la Administración Pública del Estado y de los Municipios, cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares, en los términos que determine la ley de la materia y los demás ordenamientos aplicables.

V.
Asimismo, será el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias  que  deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes públicos locales o municipales.

VI.
La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal de Justicia Administrativa corresponderán al Comité Coordinador del Sistema Estatal de Anticorrupción y al Consejo de la Judicatura, en los términos que señale la ley,. El Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas graves que señale la ley.

C.
…. 
I. 
a VI. ….

VII.
El Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz, y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.

Artículo 137. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Tribunal Electoral, el Tribunal de Justicia Administrativa, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje y los Tribunales Unitarios de Distrito, están facultados para formar jurisprudencia local en los términos que establezca la ley.

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:  

….

Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica. 

TITULO SÉPTIMO.

CAPITULO UNICO

DE LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES, PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES O HECHOS DE CORRUPCIÓN, Y PATRIMONIAL DEL ESTADO

Artículo 159. ….
Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial, fiscal y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley, la cual deberá de ser pública.

Artículo 160.Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:

I.
….
….

II.
La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de corrupción,  será perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal aplicable.

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio, adquieran bienes,usen o gocen, o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el decomiso y con la privación  de  la  propiedad de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan;

III.
Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. 

Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y por la del Estado, según corresponda y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de  control. 

Los entes públicos locales y municipales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades  administrativas;  para  sancionar  aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal Justicia  Administrativa; revisar el ingreso, egreso, custodia y aplicación de recursos públicos locales y participaciones estatales, así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito por corrupción ante la Fiscalía de Combate a la Corrupción o hechos de corrupción ante la Auditoría Superior del Estado o el Tribunal de Justicia Administrativa; 

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control.

IV. 
El Tribunal de Justicia Administrativa impondrá a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas;  inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos locales o municipales.

Las personas  morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos vinculados  con  faltas  administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral  y  en  beneficio  de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de  la  sociedad  respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u  omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas, serán autónomos en su desarrollo. No podrán imponerse dos veces, por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal, financiera o fiduciaria o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha información.

Artículo 161. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Local de Combate a la Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal de Justicia Administrativa; el presidente del organismo garante  que Trasparencia y Acceso a la Información; así como por un representante del Consejo de la Judicatura y otro del Comitéde Participación Ciudadana;

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados por las dos terceras partes de los miembros del Congreso,  y

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la   Ley:

a. El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas municipales;
b. El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre  las  causas que los generan;
c. La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de  gobierno;
d. El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades locales y municipales de los tres poderes, de las entidades paraestatales y paramunicipales, así como de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía en materia de fiscalización y control de los recursos públicos;
e. La creación de un sistema de certificación y profesionalización de los funcionarios públicos locales y municipales de los tres poderes,  de las entidades paraestatales y paramunicipales, así como de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, encargados de llevar a cabo el control interno y la fiscalización de los recursos públicos;

f. Establecer los requisitos mínimos de quienes se desempeñen como funcionarios públicos locales y municipales de los tres poderes, de las entidades paraestatales y paramunicipales, así como de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, encargados de llevar a cabo el control interno  y la fiscalización de los recursos públicos y conforme lo determine la ley;

g. La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la  materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.

Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; el Gobernador del Estado; los Secretarios del ramo; los subsecretarios; el Procurador General de Justicia del Estado, los Subprocuradores; los directores generales o su equivalente en las entidades y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo y de la Procuraduría General de Justicia del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de Justicia Administrativa; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del Estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; así como los titulares e integrantes de los consejos y asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación. 

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de Justicia Administrativa; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

…. 

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados al Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Justicia Administrativa, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores y los titulares e integrantes de los consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere. 

…. 

….

….

(Derogado)

….

Artículo 167. Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades de hechos de corrupción o administrativas graves de los miembros del Poder Judicial, se observará lo previsto en estos artículos, con independencia de lo que señala el artículo 143 de esta Constitución los cuales sólo resolverán sobre las sanciones leves.

 Se deroga el párrafo segundo.

…….

Artículo 168.  Párrafos primero y segundo…..
La Ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa, tomando en cuenta la naturaleza y consecuencias de los actos y omisiones a que se refiere el artículo 160, de esta Constitución. Cuando dichos actos y omisiones fueren graves, vinculados a hechos de corrupción no aplicará la prescripción.

……………
TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  En un plazo no mayor a noventa días naturales a partir de la promulgación de de este decreto, el Congreso del Estado deberá expedir las leyes consideradas en el mismo y adecuar la legislación existente.  
TERCERO.- El Congreso del Estado deberá crear el Tribunal de Justicia Administrativa y nombrar a los magistrados que estarán al frente en un plazo no mayor a ciento veinte días naturales, contados a partir de la promulgación del presente decreto, de conformidad al mismo y a lo establecido en la legislación secundaria creada para tal efecto; realizando al mismo tiempo las acciones que resulten necesarias en relación al Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

CUARTO.- El Poder Legislativo realizará las adecuaciones necesarias a la ley para crear la Fiscalía de Combate a la Corrupción, en el mismo plazo establecido en el artículo anterior.

QUINTO.-  Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SALTILLO, COAHUILA A 06 DEL MES DE SEPTIEMBRE DE 2016

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”GRUPO PARLAMENTARIO

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal

        DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
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